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			TEMA 1

			
ELEMENTOS Y EFICACIA DEL CONTRATO DE TRABAJO

			
I. CONCEPTO DE CONTRATO DE TRABAJO

			— El contrato de trabajo es el instrumento jurídico en virtud del cual una de las partes conocida como trabajador procede voluntariamente a prestar sus servicios retribuidos por cuenta ajena y dentro del ámbito de organización y dirección de otra persona, física o jurídica, denominada empleador o empresario [art. 1.1 del Estatuto de los Trabajadores (en adelante, del ET)].

			— De esta definición podemos deducir ciertas notas que caracterizan el contrato de trabajo:

			1) Se trata de un negocio jurídico de naturaleza bilateral por la concurrencia de dos partes confrontadas.

			2) Es un contrato típico o nominado por cuanto se encuentra previsto y regulado en la ley.

			3) Es un contrato sinalagmático por el que ambas partes se comprometen recíprocamente a cumplir con las prestaciones contraídas y a recibir las prestaciones debidas, apareciendo cada una al mismo tiempo como acreedora y deudora de la prestación.

			4) Es un contrato oneroso por el que ambas partes obtienen un beneficio a cambio del sacrificio derivado del cumplimiento de su obligación.

			5) Se considera de carácter conmutativo porque las partes al contratar se comprometen a realizar prestaciones ya fijadas con carácter previo, conociéndose anticipadamente su contenido, sin que concurra incertidumbre sobre su objeto o sobre el beneficio económico que pueda reportar.

			6) Es un contrato consensual que requiere para su perfeccionamiento la concurrencia del consentimiento de quienes lo conciertan.

			7) Es de naturaleza personalísima por cuanto requiere la intervención directa y personal del trabajador, quien no puede ser sustituido por otra persona.

			8) Es un contrato de tracto sucesivo por cuanto la ejecución de la prestación se mantiene en el tiempo.

			9) Es un contrato normado en el que la voluntad de las partes contratantes se tiene que ceñir por lo regulado en la ley y en su caso en los convenios colectivos, implicando ello un ámbito muy limitado para que las partes puedan modificar el contenido de las prestaciones que constituyen el objeto del contrato.

			
II. FIGURAS AFINES

			— El contrato de trabajo es una figura que puede presentar notas que lo asemejan a otras pero que no pueden considerarse similares y ello en virtud de los diferentes contenidos de las prestaciones que las conforman.

			— Entre estas figuras conviene tener presente en primer lugar el precontrato de trabajo. Concretamente esta institución se diferencia del contrato de trabajo por cuanto en ella lo que existe es una oferta para celebrar dicho contrato. En este supuesto la oferta es efectuada por la parte empleadora y debe concurrir el conocimiento de la misma por la contraparte, generando en el supuesto de no celebrarse el contrato, el derecho a una indemnización por daños y perjuicios a favor del trabajador, siempre que la causa sea imputable a la empleadora. La diferencia con el contrato de trabajo es que en el precontrato no existe una concurrencia de voluntades, pues de darse estaríamos ante el propio contrato de trabajo.

			— No obstante, conviene también diferenciar el contrato de trabajo de otras figuras afines que, a diferencia del precontrato de trabajo, no tienen cabida dentro del ámbito laboral. Estas figuras afines son:

			a) El mandato.

			b) El contrato de sociedad.

			c) El contrato de arrendamiento de obra.

			d) El contrato de arrendamiento de servicios.

			e) El contrato de transporte.

			f) El contrato de agencia.

			g) El voluntariado social.

			
1. EL MANDATO


			— El art. 1.709 del Código Civil (en adelante, CC) dispone que «por el contrato de mandato se obliga una persona a prestar algún servicio o a hacer alguna cosa, por cuenta o encargo de otra».

			— En el mandato, quien ejecuta el servicio o prestación es un tercero ajeno a los contratantes que actúa en beneficio de su mandante como si fuera éste, con autonomía, mientras que, en el contrato de trabajo, aunque el trabajador realiza la prestación laboral en beneficio del empresario, lo hace en total régimen de dependencia del mismo.

			
2. EL CONTRATO DE SOCIEDAD


			— El art. 1.665 del CC lo define como el contrato que supone «la puesta en común de bienes, dinero o industria, con ánimo de repartir las ganancias».

			— Implica el contrato de sociedad un interés común de todos los socios en la ejecución del objeto del contrato, interés que además no les resulta ajeno, mientras que en el contrato de trabajo los intereses de los contratantes son contradictorios resultando ajeno al trabajador el interés del empleador.

			
3. EL CONTRATO DE ARRENDAMIENTO DE OBRA


			— El art. 1.554 del CC lo define como aquel contrato por el que una de las partes se obliga a ejecutar una obra por un precio cierto.

			— En el contrato de arrendamiento de obra el ejecutor de la obra actúa con autonomía y organización propia y su finalidad es conseguir un resultado, mientras que en el contrato de trabajo lo importante es el trabajo o actividad ejecutada y no lo que se consiga con dicha ejecución.

			
4. EL CONTRATO DE ARRENDAMIENTO DE SERVICIOS


			— El art. 1.554 del CC define éste como aquel contrato por el que una de las partes se obliga a prestar un servicio a cambio de un precio cierto.

			— En el ámbito laboral, quien ejecuta el servicio lo hace bajo la dependencia y organización de quien lo encarga, subordinación que no concurre en el arrendamiento de servicios.

			
5. EL CONTRATO DE TRANSPORTE


			— El art. 2 de la Ley 15/2009, de 11 de noviembre, que regula el transporte de mercancías define este contrato como aquel contrato por el que una persona (porteador) se obliga a cambio de un precio a trasladar de un lugar a otro un bien o persona determinada, o ambos a la vez.

			— Se diferencia del contrato laboral porque en este último el trabajador no puede ser sustituido y éste sólo responde de su actividad, actuando bajo su propio autogobierno; sin embargo, en el contrato de transporte, el porteador puede ser sustituido debiendo responder del resultado de la actividad y actuando bajo la dependencia y por cuenta del beneficiario del transporte.

			
6. EL CONTRATO DE AGENCIA


			— Se regula por la Ley 12/1992, de 27 de mayo y se define como aquel por el cual una persona, natural o jurídica, denominada agente, se obliga frente a otra, de manera continuada o estable, a cambio de una remuneración, a promover actos u operaciones de comercio por cuenta ajena, o a promoverlos y concluirlos por cuenta y nombre ajenos, como intermediario independiente, sin asumir, salvo pacto en contrario, el riesgo y ventura de tales operaciones.

			— En el contrato de agencia el agente actúa de forma independiente y ello lo diferencia del contrato de trabajo por cuanto en este último siempre concurre la nota de dependencia.

			
7. EL VOLUNTARIADO SOCIAL


			— Existe esta figura cuando la prestación no se realiza en virtud de una relación laboral, funcionarial, mercantil o cualquier otra mediante contraprestación de orden económico o material [art. 3.3.c) de la Ley 45/2015, de 14 de octubre, de Voluntariado]. Su propia definición diferencia esta figura del contrato de trabajo y lo hace por exclusión.

			
III. FORMA DEL CONTRATO

			— El contrato de trabajo se encuentra amparado por el principio de libertad de forma en su celebración y ello en aras de garantizar su eficacia cualquiera que sea el modo en que se haya perfeccionado, admitiéndose su validez incluso cuando éste se deduce de los comportamientos de las partes.

			— En este sentido, el art. 8.1 del ET dispone que podrá celebrarse por escrito o de palabra y que se presumirá existente entre todo el que presta un servicio por cuenta y dentro del ámbito de organización y dirección de otro y el que lo recibe a cambio de una retribución a aquél.

			— No obstante, la forma escrita sigue ofreciendo una mayor garantía para los contratantes, sobre todo para el trabajador, y por ello el ET exige que consten por escrito los contratos de trabajo cuando así lo exija una disposición legal y, en todo caso, los de prácticas y para la formación y el aprendizaje, los contratos a tiempo parcial, fijos-discontinuos y de relevo y los contratos para la realización de una obra o servicio determinado. Igualmente constarán por escrito los contratos por tiempo determinado cuya duración sea superior a cuatro semanas (art. 8.2 del ET).

			— Deberán constar igualmente por escrito los contratos de trabajo de los pescadores, de los trabajadores que trabajen a distancia y de los trabajadores contratados en España al servicio de empresas españolas en el extranjero.

			— También deben constar por escrito los contratos de trabajo que afecten a relaciones laborales de carácter especial como las de los abogados, personal de alta dirección, artistas en espectáculos públicos, profesores de religión, deportistas profesionales, empleados públicos, especialistas residentes, personas discapacitadas que trabajen en los centros especiales de empleo, y representantes de comercio.

			— Y en general se exige también para los contratos de trabajo a distancia, los de los cooperantes, el contrato de apoyo a los emprendedores, el de auxilio asociado y las transformaciones de contratos temporales en indefinidos.

			— De no observarse tal exigencia, el contrato se presumirá celebrado por tiempo indefinido y a jornada completa, salvo prueba en contrario que acredite su naturaleza temporal o el carácter a tiempo parcial de los servicios y cuya carga se atribuye al empresario (art. 8.2 párrafo tercero in fine del ET). Al mismo tiempo, podrán ser impuestas sanciones administrativas al empresario por la comisión de infracción grave por no formalizar por escrito el contrato de trabajo cuando este requisito sea exigible o cuando haya sido requerido por el trabajador a tal efecto [art. 7 del Real Decreto (RD) Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social (LISOS)].

			— En este sentido, el beneficio de que la celebración del contrato sea por escrito es tal, que cualquiera de las partes podrá exigir que el contrato se formalice por escrito, incluso durante el transcurso de la relación laboral (art. 8.2 párrafo final del ET).

			— Pero también conviene precisar que el empresario está obligado a comunicar a la oficina pública de empleo, en el plazo de los 10 días siguientes a su concertación y en los términos que reglamentariamente se determinen, el contenido de los contratos de trabajo que celebre o las prórrogas de los mismos, deban o no formalizarse por escrito ex art. 8.3 del ET, por lo que se fomenta legalmente que la forma del contrato sea preferentemente la escrita para poder atender esta obligación de comunicación.

			— Al mismo tiempo, de la formalización del contrato de trabajo podemos deducir otras obligaciones empresariales como son:

			1) El empresario entregará a la representación legal de los trabajadores una copia básica de todos los contratos que deban celebrarse por escrito, a excepción de los contratos de relación laboral especial de alta dirección sobre los que se establece el deber de notificación a la representación legal de los trabajadores. Con el fin de comprobar la adecuación del contenido del contrato a la legalidad vigente, esta copia básica contendrá todos los datos del contrato a excepción del número del documento nacional de identidad o del número de identidad de extranjero, el domicilio, el estado civil, y cualquier otro que, de acuerdo con la Ley Orgánica 1/1982, de 5 de mayo, de protección civil del derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen, pudiera afectar a la intimidad personal. El tratamiento de la información facilitada estará sometido a los principios y garantías previstos en la normativa aplicable en materia de protección de datos. La copia básica se entregará por el empresario, en plazo no superior a 10 días desde la formalización del contrato, a los representantes legales de los trabajadores, quienes la firmarán a efectos de acreditar que se ha producido la entrega. Los representantes de la Administración, así como los de las organizaciones sindicales y de las asociaciones empresariales, que tengan acceso a la copia básica de los contratos en virtud de su pertenencia a los órganos de participación institucional que reglamentariamente tengan tales facultades, observarán sigilo profesional, no pudiendo utilizar dicha documentación para fines distintos de los que motivaron su conocimiento (art. 8.4 del ET).

			2) El empresario enviará la copia básica a la oficina de empleo, y ello aunque no exista representación legal de los trabajadores.

			3) Cuando la relación laboral sea de duración superior a cuatro semanas, el empresario deberá informar por escrito al trabajador, en los términos y plazos que se establezcan reglamentariamente, sobre los elementos esenciales del contrato y las principales condiciones de ejecución de la prestación laboral, siempre que tales elementos y condiciones no figuren en el contrato de trabajo formalizado por escrito (art. 8.5 del ET).

			4) La información que en todo caso debe conocer el trabajador comprende:

			a) La identidad de las partes contratantes.

			b) La fecha de inicio de la relación laboral y, si fuera temporal, la duración prevista para el contrato.

			c) El domicilio social de la empresa, el del empresario y el del centro de trabajo en el que se ejecute la prestación laboral, debiendo constar todos y cada uno de los centros de trabajo en los que se puedan prestar los servicios, de tratarse de diferentes centros de trabajo o centros de trabajo móviles o itinerantes.

			d) El grupo profesional del trabajador, la descripción de las funciones.

			e) La cuantía del salario (salario base y complementos salariales), así como la periodicidad del pago.

			f) La duración y distribución de la jornada ordinaria de trabajo.

			g) Duración de vacaciones, modalidades de atribución y determinación de dichas vacaciones.

			h) Plazos de preaviso para empresario y trabajador para el supuesto de extinción del contrato o modalidad de determinación de dichos plazos de preaviso.

			i) Convenio colectivo aplicable, precisando datos que permitan su identificación (art. 2.2 del RD 1.659/1998, de 24 de julio).

			
IV. ELEMENTOS DEL CONTRATO DE TRABAJO

			
1. CARACTERÍSTICAS ESENCIALES DEL CONTRATO DE TRABAJO


			— Constituyen elementos esenciales del contrato de trabajo, según reiterada jurisprudencia, los siguientes:

			1) Dependencia: el contrato de trabajo implica el desarrollo de la prestación a ejecutar dentro del ámbito de organización y dirección del empleador, sometiéndose el trabajador al círculo organicista, rector y disciplinario de la empresa por cuya cuenta trabaja. A estos efectos, el sometimiento al horario de la empresa, el control o monitorización del trabajo a ejecutar por el empresario, el ejercicio de las facultades disciplinarias sobre el trabajador o la subordinación respecto a quienes ejercen facultades directivas u organizativas se pueden considerar indicios de dependencia.

			2) Ajenidad: la prestación a ejecutar en el contrato de trabajo tiene como destinatario o beneficiario a otra persona que es el empresario. Puede determinarse bajo diferentes criterios como son:

			a) La ajenidad en los frutos: el fruto de la prestación pertenece desde su producción al empresario y nunca al trabajador.

			b) La ajenidad en los riesgos: implica que el coste del trabajo lo asuma el empresario, quien se beneficia al mismo tiempo del resultado económico favorable o adverso de la actividad del trabajador, incorporándose el fruto o resultado de la actividad del trabajador al patrimonio empresarial.

			A estos efectos, la entrega o puesta a disposición del empresario de los bienes, productos o servicios derivados de la ejecución de la prestación laboral, la fijación por el mismo de sus precios y la concreción de los destinatarios de la mercancía o del servicio, permiten considerar concurrente el elemento de ajenidad.

			3) El carácter personalísimo de la prestación: el contrato de trabajo establece una relación jurídica entre el empresario y un concreto trabajador, siendo que la posibilidad de sustituir a este trabajador por otro resulta vedada sin la autorización del empresario.

			4) Jornada y horario de trabajo: la fijación de un tiempo concreto en el que ejecutar la prestación laboral constituye un elemento esencial y definidor de la existencia de un contrato de trabajo. Ello no impide que el horario pueda ser sustituido por la posibilidad de estar disponible para la empresa.

			5) Lugar de trabajo: es el centro de trabajo al que se acude para ejecutar la prestación laboral, y la asistencia al mismo con asiduidad se considera un indicio de existencia de una relación laboral, aunque en algunos contratos de trabajo el lugar de trabajo puede elegirse libremente por el trabajador (comercial, trabajo a domicilio, repartidores, mensajeros, entre otros).

			6) Retribución: es la prestación propia del empresario, la que debe satisfacer al trabajador a cambio de la prestación de su trabajo, y puede ser de diferente naturaleza constituyendo la principal causa de la celebración del contrato de trabajo.

			7) Exclusividad y asiduidad: la primera no tiene que concurrir necesariamente por cuanto el trabajador puede compatibilizar su relación laboral con otro trabajo, ya sea por cuenta propia o ajena, salvo pacto en contrario, mientras que la segunda presupone un indicio más de dependencia porque implica una duración continua en la prestación, elemento configurador de la relación de trabajo.

			
2. ELEMENTOS SUBJETIVOS


			— El contrato de trabajo es un contrato de naturaleza bilateral que presupone la existencia de dos sujetos, el trabajador y el empresario.

			2.1. El trabajador

			— Debe tratarse de una persona física con capacidad legal para la celebración y perfección del contrato de trabajo, que será quien efectuará personal y directamente la prestación laboral sin que sea admisible su sustitución por otra persona distinta.

			— Las personas extranjeras también pueden ser considerados trabajadores conforme al art. 7.c) del ET, debiendo someterse en la contratación a su legislación específica en relación con las autorizaciones administrativas que se requieran.

			— Respecto del trabajo ejecutado por menores, conforme al art. 6 del ET conviene precisar que se encuentra prohibido el trabajo de los menores de 16 años, con la excepción de los menores de 16 años en espectáculos públicos, que deberán contar con autorización administrativa y su contrato deberá celebrarse por escrito y celebrarse para actos determinados ex art. 6.4 del ET. Tratándose de mayores de 16 años y menores de 18 años, tendrán prohibido realizar trabajos nocturnos y aquellas actividades o puestos de trabajo respecto a los que se establezcan limitaciones a la contratación conforme a lo previsto en la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales y en las normas reglamentarias aplicables. También tienen prohibido realizar horas extraordinarias los menores de 18 años.

			2.2. El empresario

			— Conforme al art. 1.2 del ET, serán empresarios todas las personas, físicas o jurídicas o comunidades de bienes, que reciban la prestación de servicios de los trabajadores, así como de las personas contratadas para ser cedidas a empresas usuarias por empresas de trabajo temporal legalmente constituidas.

			— Pueden considerarse incluidas en esta definición las sociedades de derecho público y privado cualquiera que sea la forma jurídica que adopten, pudiendo tratarse de sociedades civiles o mercantiles, asociaciones, fundaciones, sociedades anónimas o colectivas, cooperativas, sociedades laborales, etc.

			— Como especialidad debe mencionarse a las empresas de trabajo temporal, quienes formalmente contratan a los trabajadores para cederlos a otra empresa que se conoce como Empresa Usuaria, en la que se integra el trabajador bajo la organización y dirección de esta última empresa. También hay que indicar que las distintas formas de organizar la actividad productiva pueden provocar que existan especialidades sobre el concepto de empresario, como ocurre en los supuestos de las contratas o subcontratas, las franquicias o las concesiones, debiendo indicarse que también la Administración Pública puede actuar en el ámbito laboral como empresaria.

			— Dentro del concepto de empresa, a su vez hemos de distinguir varios ámbitos, en concreto tres, que se corresponden con las diferentes formas en que se puede estructurar la actividad del empresario:

			a) El centro de trabajo: conforme al art. 1.5 del ET se define como la unidad productiva con organización específica, que sea dada de alta, como tal, ante la autoridad laboral. En la actividad de trabajo en el mar se considerará como centro de trabajo el buque, entendiéndose situado en la provincia donde radique su puerto de base.

			b) La empresa: organización productiva que cuenta con medios materiales y personales y cuya titularidad corresponde a una persona física o jurídica o comunidad de bienes.

			c) El grupo de empresas: conjunto de empresas coordinadas entre sí en virtud de vínculos económicos y financieros que responden a un proyecto empresarial común.

			
V. EFICACIA DEL CONTRATO DE TRABAJO

			— El contrato de trabajo requiere para su validez y eficacia, conforme a las reglas del art. 1.261 del CC, de la concurrencia de tres elementos:

			1) Capacidad de los contratantes.

			2) Libre consentimiento prestado por las partes.

			3) Objeto cierto y causa lícita.

			
1. CAPACIDAD DE LOS CONTRATANTES


			— Se considera que las partes gozan de plena capacidad cuando concurren los siguientes presupuestos:

			1.1. Empresario

			a) Si se trata de una persona física, se considera que posee capacidad para contratar al alcanzar la mayoría de edad y con la emancipación, y si es menor de edad, a través de su representante legal.

			b) Si se trata de una persona jurídica, cuando queda válidamente constituida y adquiere personalidad jurídica.

			1.2. Trabajador

			— En sede de capacidad se distinguen tres supuestos:

			a) Plena capacidad: la tienen los mayores de 18 años y los mayores de 16 años y menores de 18 años emancipados o que tengan el beneficio de la mayoría de edad.

			b) Capacidad limitada: requieren el consentimiento de los padres o tutores o autorización otorgada por la persona o institución que los tenga a su cargo y se refiere a los trabajadores mayores de 16 años y menores de 18 años que no estén emancipados ni gocen del beneficio de la mayoría de edad.

			c) Incapacidad para contratar: no pueden prestar consentimiento para contratar los incapacitados y los menores no emancipados con excepción de los menores de 16 años en espectáculos públicos, que requieren de la emisión de una autorización administrativa (art. 6.4 del ET), la cual se emitirá siempre que la actividad no suponga peligro para su salud ni para su formación profesional y humana. En este último caso el permiso deberá constar por escrito y para actos determinados.

			
2. EL CONSENTIMIENTO


			— Los contratos de trabajo pueden celebrarse verbalmente o por escrito, lo que conlleva que el consentimiento pueda prestarse de estas dos formas.

			— Debe ser prestado personalmente por las partes contratantes o a través de sus representantes y requiere reciprocidad y coincidencia sobre los elementos esenciales del contrato, pudiendo cualquier vicio del consentimiento (error, violencia, intimidación o dolo) condicionar su validez.

			
3. CAUSA Y OBJETO


			3.1. Causa

			— La causa del contrato debe ser lícita y no estar prohibida por la ley ni ser contraria a las buenas costumbres ni al orden público. La falta de causa provocaría que el contrato resultase ineficaz.

			3.2. Objeto

			— El objeto del contrato es la prestación de un servicio o la realización de una obra por cuenta ajena y de manera subordinada respecto del beneficiario de las mismas. Al respecto existen servicios o trabajos que quedan excluidos expresamente del ámbito del contrato de trabajo conforme al art. 1.3 del ET. Entre estos servicios excluidos podemos encontrar dos tipos de exclusiones:

			3.2.1. Exclusiones declarativas

			— Se trata de supuestos en los que no concurren algunas de las notas o características previstas en el art. 1.1. del ET (voluntariedad, dependencia, retribución o ajenidad).

			— Entre ellas podemos mencionar:

			a) Las prestaciones personales obligatorias: como la participación en Mesas Electorales o como miembro de un Jurado.

			b) La actividad que se limite, pura y simplemente, al mero desempeño del cargo de consejero o miembro de los órganos de administración en las empresas que revistan la forma jurídica de sociedad y siempre que su actividad en la empresa sólo comporte la realización de cometidos inherentes a tal cargo.

			c) Los trabajos realizados a título de amistad, benevolencia o buena vecindad: son servicios o trabajos no retribuidos.

			d) Los trabajos familiares, salvo que se demuestre la condición de asalariados de quienes los llevan a cabo. Se considerarán familiares, a estos efectos, siempre que convivan con el empresario, el cónyuge, los descendientes, ascendientes y demás parientes por consanguinidad o afinidad, hasta el segundo grado inclusive y, en su caso, por adopción.

			e) La actividad de las personas que intervengan en operaciones mercantiles por cuenta de uno o más empresarios, siempre que queden personalmente obligados a responder del buen fin de la operación asumiendo el riesgo y ventura de la misma: debe tenerse presente que los agentes comerciales que no responden del buen fin de la operación no se someten al ET y actúan con autonomía en su trabajo.

			f ) En general, todo trabajo que se efectúe en desarrollo de relación distinta de la que define el apartado 1 del art. 1 del ET.

			3.2.2. Exclusiones constitutivas

			— Se trata de aquellos supuestos en los que concurriendo las notas características necesarias conforme al art. 1.1 del ET para que se puedan considerar relaciones laborales sujetas al mismo, por imperativo legal quedan excluidas.

			— Entre ellas tenemos:

			a) La actividad de las personas prestadoras del servicio de transporte al amparo de autorizaciones administrativas de las que sean titulares, realizada, mediante el correspondiente precio, con vehículos comerciales de servicio público cuya propiedad o poder directo de disposición ostenten, aun cuando dichos servicios se realicen de forma continuada para un mismo cargador o comercializador.

			b) La relación de servicio de los funcionarios públicos, que se regirá por las correspondientes normas legales y reglamentarias (Estatuto Básico del Empleado Público), así como la del personal al servicio de las Administraciones Públicas y demás entes, organismos y entidades del sector público, cuando, al amparo de una ley, dicha relación se regule por normas administrativas o estatutarias. Concretamente quedarían excluidos el personal estatutario de la Administración sanitaria, el personal eventual o de confianza y aquéllos vinculados con la administración en virtud de contratos de consultoría, asistencia técnica y servicios. A estos efectos sólo el personal laboral de la Administración quedaría incluido.

			
4. INEFICACIA DEL CONTRATO


			— El contrato de trabajo requiere de la concurrencia de los elementos esenciales del mismo (consentimiento, objeto y causa), perdiendo su validez y eficacia si no concurren algunos de estos elementos o si concurriendo se encontrasen viciados.

			— Esta pérdida de eficacia puede ser total o parcial dependiendo del efecto que se le pueda atribuir a la posible nulidad. Concretamente se distingue entre nulidad parcial y nulidad total.

			4.1. Nulidad parcial

			— Se produce cuando, con la celebración del contrato de trabajo y atendiendo a su contenido, se constata una infracción del ordenamiento jurídico.

			— Su efecto será la exclusión del contenido del contrato de trabajo de las cláusulas que infrinjan la ley, manteniendo la validez del resto del contrato. En este sentido, el art. 9.1 del ET dispone que, si resultase nula sólo una parte del contrato de trabajo, éste permanecerá válido en lo restante y se entenderá completado con los preceptos jurídicos adecuados, conforme a lo dispuesto en el art. 3.1 del ET.

			— No obstante, conviene precisar que si el trabajador tuviera asignadas condiciones o retribuciones especiales en virtud de contraprestaciones establecidas en la parte no válida del contrato, la jurisdicción competente que a instancia de parte declare la nulidad hará el debido pronunciamiento sobre la subsistencia o supresión en todo o en parte de dichas condiciones o retribuciones (art. 9.1 párrafo segundo del ET).

			4.2. Nulidad total

			— Implica una ausencia total de los elementos esenciales del contrato de trabajo (consentimiento, objeto y causa).

			— Para este supuesto el art. 9.2 del ET dispone que, si el contrato resultase nulo, el trabajador podrá exigir, por el trabajo que ya hubiese prestado, la remuneración consiguiente a un contrato válido.

			— Si la nulidad tuviera como causa una discriminación salarial por razón de sexo, el art. 9.3 del ET dispone que el trabajador tendrá derecho a la retribución correspondiente al trabajo igual o de igual valor.

		

	
		
			TEMA 2

			
MODALIDADES DE CONTRATO DE TRABAJO

			
I. APROXIMACIÓN AL ESQUEMA DE MODALIDADES DE CONTRATOS DE TRABAJO EN ESPAÑA

			— Trazar un cuadro general de las modalidades de contratación laboral en España requiere un posicionamiento metodológico previo que no puede obviarse. La manualística nos da una idea bastante próxima de la dificultad de este empeño, habida cuenta de que no es posible encontrar dos autores que se pongan de acuerdo a la hora de establecer un mismo esquema sobre las modalidades de contratación laboral en España.

			— Por contraposición al contrato de duración indefinida están los contratos de duración determinada. Éstos pueden obedecer bien a causa legal establecida, o responder a las características específicas de los trabajadores sujetos del contrato (contratos formativos, discapacitados, trabajadores próximos a la jubilación, trabajadores con riesgo de exclusión social, investigadores universitarios o sujetos de relaciones laborales de carácter especial).

			— Por contraposición a los contratos a tiempo completo están los contratos a tiempo parcial, en modalidad indefinida o a tiempo determinado y, en el primero de los casos, como fijos discontinuos estacionales o fijos discontinuos variables.

			— Caben, por tanto, múltiples posibilidades de organización del esquema. Pero la realidad es que, junto a estas clasificaciones materiales de contratos de trabajo, hemos de contemplar las categorías que surgen como consecuencia de la actividad de fomento del empleo desarrollada por el Estado. Esta actividad promueve una tipología determinada de contratos de trabajo por tiempo indefinido sobre la base de la bonificación de las cuotas de Seguridad Social y/o sobre la concesión de ayudas directas y subvenciones a la contratación indefinida por la vía de la contratación directa de colectivos específicos o por la de la conversión de contratos temporales en indefinidos. Se generan así categorías contractuales que vienen determinadas no por el contenido del contrato sino por las características del sujeto contratado.

			— Al final, hay que concluir que, salvo en los peores años de pavorosa crisis de empleo —2010 a 2014—, en los que cualquier tipo de contrato que se haya celebrado se considera bienvenido, el Estado, en España, viene mostrando una vocación clara por incentivar la contratación indefinida y desincentivar la contratación temporal. Por ello, la regla general es la de respetar el denominado principio de causalidad en la contratación temporal, en el sentido de exigir la concurrencia de una necesidad empresarial de empleo temporal, desde el punto de vista productivo u organizativo, para permitir la celebración de un contrato de duración determinada; fijando el art. 15.1 del ET una relación, en principio cerrada, de supuestos en los que se admite la celebración de contratos temporales. No obstante, en ciertas ocasiones es posible la celebración de contratos de duración determinada «acausales», en atención a motivos diversos (carencias formativas del trabajador, fomento del empleo, caracteres particulares de la actividad profesional...).

			— De este modo, y procediendo a incorporar los elementos diferenciadores de las técnicas de fomento del empleo indefinido a los cuadros que podemos denominar clásicos de ordenación del esquema de modalidades contractuales, podemos decir que el vigente cuadro de modalidades de contratación laboral en España es el siguiente:

			
1. CONTRATO INDEFINIDO ORDINARIO (ARTS. 8.2 Y 15.1 DEL ESTATUTO DE LOS TRABAJADORES)

			— También se puede llegar a esta modalidad por infracción de ley, al superarse el plazo correspondiente al período de prueba sin dar de alta al trabajador en la Seguridad Social [art. 15.2 del Estatuto de los Trabajadores (ET)], o por concatenación de contratos temporales (art. 15.5 del ET) o por fraude de ley en la contratación temporal (art. 15.3 del ET).

			
2. CONTRATO INDEFINIDO DE FIJOS DISCONTINUOS


			— Puede presentarse como contrato indefinido a tiempo parcial (art. 12.3 del ET) cuando los trabajos se repitan en fecha cierta, o como contrato de fijos discontinuos en caso contrario (art. 16 del ET).

			
3. CONTRATOS INDEFINIDOS ACOGIDOS A PROGRAMAS DE FOMENTO DEL EMPLEO


			— Su régimen jurídico es extremadamente disperso: Ley 43/2006, de 29 de diciembre, para la mejora del crecimiento y del empleo; Ley 27/2009, de 30 de diciembre, de medidas urgentes para el mantenimiento y el fomento del empleo y la protección de las personas desempleadas; Real Decreto (RD) 1.917/2008, de 21 de noviembre, por el que se aprueba el programa de inserción sociolaboral para mujeres víctimas de violencia de género, y objeto de frecuentes modificaciones y actualizaciones.

			— Con carácter general, los colectivos afectados por los incentivos a la contratación recogidos en la Ley 46/2006, son los siguientes:

			1) Bonificaciones a la contratación de personas con discapacidad, en cuantía variable según la discapacidad y el tipo de contrato.

			2) Bonificaciones a los empleadores que contraten indefinidamente o con carácter temporal (en cuantías diferentes) a personas que tengan acreditada la condición de víctima de violencia de género en los términos de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género, o de víctima de violencia doméstica, o de víctima del terrorismo, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 29/2011, de 22 de septiembre, de Reconocimiento y Protección Integral a las Víctimas del Terrorismo, o de víctima de trata de seres humanos, identificadas de acuerdo con lo dispuesto en la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social.

			3) Bonificaciones a los empleadores que contraten indefinidamente o con carácter temporal (en cuantías diferentes) a trabajadores en situación de exclusión social.

			Los contratos de trabajo que se celebren con los trabajadores incluidos en los colectivos anteriormente referidos se formalizarán en el modelo oficial que facilite el Servicio Público de Empleo Estatal.

			
4. CONTRATO PARA LA FORMACIÓN Y EL APRENDIZAJE


			— Regulado en el art. 11.2 del ET, reformado tras la LRML.

			
5. CONTRATO EN PRÁCTICAS


			— Regulado en el art. 11.1 del ET.

			
6. CONTRATO PARA LA FORMACIÓN DUAL UNIVERSITARIA


			— Regulado en el art. 11.3 del ET, introducido por la Disposición Final 36.1 de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 2021.

			— El contrato tiene por objeto la cualificación profesional de los estudiantes universitarios a través de un régimen de alternancia de actividad laboral retribuida en una empresa con actividad formativa recibida en el marco de su formación universitaria.

			— El contrato se formaliza en el marco de la celebración de convenios de cooperación educativa suscritos por las universidades con las entidades colaboradoras.

			— Su regulación se remite a una futura norma reglamentaria: el sistema de impartición y las características de la formación de los trabajadores en los centros universitarios y en las empresas, así como su reconocimiento, en un régimen de alternancia con el trabajo efectivo; los aspectos relacionados con la financiación de la actividad formativa y con la retribución del trabajador contratado, que se fijará en proporción al tiempo de trabajo efectivo, y que, en ningún caso, será inferior al salario mínimo interprofesional.

			— La acción protectora de la Seguridad Social del trabajador contratado para la formación dual universitaria comprenderá todas las contingencias protegibles y prestaciones, incluido el desempleo. Asimismo, se tendrá derecho a la cobertura del Fondo de Garantía Salarial.

			
7. CONTRATO TEMPORAL DE OBRA O SERVICIO DETERMINADO


			— Regulado en el art. 15.1.a) del ET.

			
8. CONTRATO TEMPORAL EVENTUAL POR CIRCUNSTANCIAS DE LA PRODUCCIÓN


			— [Art. 15.1.b) del ET].

			
9. CONTRATO TEMPORAL DE INTERINIDAD


			— [Art. 15.1.c) del ET].

			
10. CONTRATO DE RELEVO Y JUBILACIÓN PARCIAL


			— (Arts. 12.6 y 12.7 del ET) y art. 215 del Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social (LGSS).

			
11. CONTRATO A TIEMPO PARCIAL


			— Puede concertarse por tiempo indefinido o por duración determinada, excepto en el contrato para la formación y el aprendizaje (art. 12.2 del ET).

			— Pueden convertirse en contratos a tiempo completo [art. 12.4.e) del ET].

			
12. CONTRATO DE TRABAJO EN GRUPO


			— (Art. 10 del ET).

			
13. CONTRATO DE TRABAJO A DISTANCIA


			— Regulado en el art. 13 del ET y en la Ley 10/2021, de 9 de julio, de trabajo a distancia.

			
14. CONTRATO DEL PERSONAL INVESTIGADOR PREDOCTORAL  EN FORMACIÓN


			— Se regula en los arts. 20 y 21 y Disposición Adicional 1.ª de la Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación y en el Real Decreto 103/2019, de 1 de marzo, por el que se aprueba el Estatuto del personal investigador predoctoral en formación.

			
15.  CONTRATACIÓN PARA PERSONAS CON RIESGOS DE EXCLUSIÓN SOCIAL POR PARTE DE EMPRESAS DE INSERCIÓN


			— Se regula en la Ley 44/2007, de 13 de diciembre, para la regulación del régimen de las empresas de inserción.

			
16. TRABAJADORES DE EMPRESAS DE TRABAJO TEMPORAL


			— Junto a este despliegue de modalidades contractuales, que vendría a definir las fronteras formales entre trabajadores contingentes y trabajadores permanentes en España, no podemos olvidar otros colectivos de trabajadores que podrían formar parte igualmente del concepto «contingente».

			— Nos referimos a los trabajadores de empresas de trabajo temporal de la Ley 14/1999, de 1 de junio, que tras la reforma de 2013 (DF 3.ª del Real Decreto-ley 4/2013, de 22 de febrero, de medidas de apoyo al emprendedor y de estímulo del crecimiento y de la creación de empleo) ahora pueden ser contratados también en prácticas y en contratos de formación y aprendizaje, a los trabajadores autónomos económicamente dependientes de la Ley 20/2007, de 11 de julio, y a los trabajadores con relaciones laborales de carácter especial —altos directivos, artistas en espectáculos públicos, deportistas profesionales, personal al servicio del hogar familiar, abogados en despachos colectivos, estibadores portuarios, médicos en formación, etc.— regulados en múltiples y dispersas disposiciones de carácter reglamentario.

			
II. CONTRATACIÓN POR TIEMPO INDEFINIDO Y POR TIEMPO DETERMINADO

			— Por las especiales características de esta obra, vamos a realizar una simplificación del esquema inicialmente presentado, de manera que pasaremos a estudiar las modalidades contractuales más relevantes desde el punto de vista de su utilización en nuestro mercado de trabajo. Esto supone sintetizar el análisis del régimen jurídico de los contratos de mayor impacto en nuestro sistema, así como la focalización en el Estatuto del régimen regulatorio de los mismos, con alguna excepción.

			— Puede afirmarse, de este modo, que el ordenamiento laboral contempla dos modalidades generales de contratación sobre la base de la duración del contrato de trabajo: el contrato por tiempo indefinido y el contrato de duración determinada.

			— El art. 15.1 del ET no establece, en principio, una preferencia expresa por la contratación indefinida, pero las elevadas tasas de temporalidad en nuestro país han hecho que el legislador haya establecido toda una serie de medidas para el fomento de la contratación indefinida frente a la contratación temporal.

			— Estas medidas tienen que ver con el reforzamiento de causalidad para la contratación por tiempo determinado, con el incentivo a la contratación indefinida y con el establecimiento de sanciones legales a la contratación temporal irregular.

			— La contratación por tiempo determinado, en principio, sólo puede celebrarse en una serie de supuestos de tipo organizativo y productivo que el art. 15.1 del ET reduce a tres supuestos:

			a) Contrato para obra o servicio determinado. Cuando se contrate al trabajador para la realización de una obra o servicio determinados, con autonomía y sustantividad propia dentro de la actividad de la empresa y cuya ejecución, aunque limitada en el tiempo, sea en principio de duración incierta [art. 15.1.a) del ET].

			b) Contrato eventual por circunstancias de la producción. Cuando las circunstancias del mercado, acumulación de tareas o exceso de pedidos así lo exigieran, aun tratándose de la actividad normal de la empresa [art. 15.1.b) del ET].

			c) Contrato de interinidad. Cuando se trate de sustituir a trabajadores con derecho a reserva del puesto de trabajo, siempre que en el contrato de trabajo se especifique el nombre del sustituido y la causa de sustitución [art. 15.1.c) del ET].

			
1. CONTRATO PARA OBRA O SERVICIO DETERMINADO


			— El contrato para obra o servicio determinado debe celebrarse para actividad que no sea de carácter permanente, habitual o estructural dentro de la empresa, debiendo tratarse de una actividad con autonomía y sustantividad propias. En este sentido, los convenios colectivos sectoriales estatales y de ámbito inferior, incluidos los convenios de empresa, podrán identificar aquellos trabajos o tareas con sustantividad propia dentro de la empresa que puedan cubrirse con contratos de esta naturaleza.

			— En principio se trata de contratos con una duración desconocida, hasta que se complete la obra o servicio contratado (certus an incertus quando), pero el ordenamiento determina que estos contratos no podrán tener una duración superior a tres años ampliable hasta 12 meses por convenio de ámbito sectorial estatal o, en su defecto, por convenio colectivo sectorial de ámbito inferior. Transcurridos estos plazos, los trabajadores adquirirán la condición de trabajadores fijos de empresa. [art. 15.1.a) del ET, párrafo segundo in fine].

			— Estos contratos deben formalizarse por escrito (art. 8.2 del ET), de manera que su no formalización puede conllevar el establecimiento de la presunción de que se han celebrado por tiempo indefinido. Deben identificar claramente las actividades objeto de la obra o servicio contratado.

			— Cuando el contrato finalice, el trabajador tendrá derecho a percibir una indemnización equivalente a 12 días de salario por año de antigüedad de servicios en la empresa [art. 49.1.c) del ET].

			— La jurisprudencia venía admitiendo la posibilidad de celebrar contratos para obra o servicio determinado vinculado a la celebración de contratos mercantiles entre empresas prestadoras de servicio a empresas principales en régimen de contratación y subcontratación (art. 42 del ET). Sin embargo, más recientemente el Tribunal Supremo ha cambiado de criterio, entendiendo que la duración de la contratación civil, mercantil o administrativa entre las dos empresas no puede justificar la duración temporal del contrato de trabajo, considerando que debe ser indefinido cuando la actividad de la empresa principal es permanente dentro de su ciclo productivo, y, en consecuencia, señalando que no cabe celebrar un contrato para obra o servicio en tales supuestos (STS de 29 de diciembre de 2020, rec. 240/2018).

			
2. CONTRATO EVENTUAL POR CIRCUNSTANCIAS DE LA PRODUCCIÓN


			— En estos contratos, la causa justificativa de la contratación tiene que ver con situaciones de incrementos productivos no cíclicos, lo que generaría la posibilidad de contratación a través de la modalidad de contratos fijos discontinuos. Se trataría, por tanto, de situaciones de picos de producción, lo que significa una imposibilidad de previsión temporal exacta del momento en el que se produce el incremento, siendo el factor cuantitativo, relativo al incremento de mano de obra y empleo, el factor caracterizador determinante de este tipo de contrato, uno de los más frecuentes estadísticamente en nuestro mercado de trabajo.

			— En cuanto a la duración del contrato eventual, la ley establece una duración máxima de seis meses, dentro de un período de 12 meses, contados a partir del momento en que se produzcan dichas causas. Por convenio colectivo de ámbito sectorial estatal o, en su defecto, por convenio colectivo sectorial de ámbito inferior, podrá modificarse la duración máxima de estos contratos y el período dentro del cual se puedan realizar en atención al carácter estacional de la actividad en que dichas circunstancias se puedan producir [art. 15.1.b) del ET, párrafo primero in fine].

			— En estos supuestos, el período máximo dentro del cual se podrá realizar el contrato será de 18 meses, no pudiendo superar la duración del contrato las tres cuartas partes del período de referencia establecido ni, como máximo, 12 meses.

			— En caso de que el contrato se hubiera concertado por una duración inferior a la máxima legal o convencionalmente establecida, podrá prorrogarse mediante acuerdo de las partes, por una única vez, sin que la duración total del contrato pueda exceder de dicha duración máxima [art. 15.1.b) del ET, párrafo primero in fine].

			— Al igual que sucede con el contrato para obra o servicio determinado, por convenio colectivo se podrán determinar las actividades en las que puedan contratarse trabajadores eventuales, así como fijar criterios generales relativos a la adecuada relación entre el volumen de esta modalidad contractual y la plantilla total de la empresa.

			— El contrato eventual por circunstancias de la producción debe formalizarse por escrito (art. 8.2 del ET). En caso contrario se activa la presunción de que se ha celebrado por tiempo indefinido.

			— A la finalización de este contrato, el trabajador tendrá derecho a percibir una indemnización equivalente a 12 días de salario por año de servicio en la empresa [art. 49.1.c) del ET].

			
3. CONTRATO DE INTERINIDAD


			— El contrato de interinidad es el celebrado para sustituir a un trabajador de la empresa con derecho a la reserva del puesto de trabajo en virtud de norma, convenio colectivo o acuerdo individual. El contrato de interinidad se podrá celebrar, asimismo, para cubrir temporalmente un puesto de trabajo durante el proceso de selección o promoción para su cobertura definitiva (art. 4 del RD 2.720/1998, de 18 de diciembre).

			— El contrato de interinidad deberá identificar al trabajador sustituido y la causa de la sustitución, indicando si el puesto de trabajo a desempeñar será el del trabajador sustituido o el de otro trabajador de la empresa que pase a desempeñar el puesto de aquél. En el supuesto de procesos selectivos, el contrato deberá identificar el puesto de trabajo cuya cobertura definitiva se producirá tras el proceso de selección externa o promoción interna.

			— La duración del contrato de interinidad será la del tiempo que dure la ausencia del trabajador sustituido con derecho a la reserva del puesto de trabajo. En el supuesto de contratación en procesos selectivos, la duración será la del tiempo que dure el proceso de selección o promoción para la cobertura definitiva del puesto, sin que pueda ser superior a tres meses, ni celebrarse un nuevo contrato con el mismo objeto una vez superada dicha duración máxima (art. 4 del RD 2.720/1998, de 18 de diciembre).

			— En los procesos de selección llevados a cabo por las Administraciones Públicas para la provisión de puestos de trabajo, la duración de los contratos coincidirá con el tiempo que duren dichos procesos conforme a lo previsto en su normativa específica.

			
4. DISPOSICIONES COMUNES A LOS CONTRATOS DE DURACIÓN DETERMINADA


			4.1. Conversión de contratos temporales en contratos indefinidos

			— La ley, aunque sitúa en plano de igualdad la opción entre los contratos por tiempo indefinido y los contratos de duración determinada, opta por la protección de un principio de estabilidad en el empleo, que se manifiesta a través de una presunción legal. De esta forma, adquirirán la condición de trabajadores fijos, cualquiera que haya sido la modalidad de su contratación, los que no hubieran sido dados de alta en la Seguridad Social (art. 139 LGSS), una vez transcurrido un plazo igual al que legalmente se hubiera podido fijar para el período de prueba, salvo que de la propia naturaleza de las actividades o de los servicios contratados se deduzca claramente la duración temporal de los mismos, todo ello sin perjuicio de las demás responsabilidades a que hubiere lugar en derecho (art. 15.2 del ET). El art. 7.2 del RD Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social (LISOS) considera como infracciones graves todas las relacionadas con la transgresión de las normas sobre modalidades de contratación, contratos de duración determinada y contratos temporales mediante su utilización en fraude de ley.

			— Igualmente, y como presunción iuris et de iure, se presumirán por tiempo indefinido los contratos temporales celebrados en fraude de ley (art. 15.3 del ET). Para evitar los efectos perversos que esta presunción puede desplegar en el ámbito del empleo público, donde es obligado garantizar ex art. 14 de la Constitución Española (CE) el principio de igualdad en el acceso a la Administración mediante el respeto al principio de mérito, capacidad y publicidad, la jurisprudencia ha matizado el rigor del apartado tercero del art. 15 del ET interpretando que los trabajadores que hayan sido contratados por la Administración Pública en fraude de ley pasan a ser considerados trabajadores por tiempo indefinido, no fijos, esto es, ocuparán el puesto hasta tanto no se convoquen los preceptivos concursos-oposición para la cobertura definitiva y lega de la plaza.

			— Los convenios colectivos podrán establecer criterios objetivos y compromisos de conversión de los contratos de duración determinada o temporales en indefinidos. También establecerán medidas para facilitar el acceso efectivo de estos trabajadores a las acciones incluidas en el sistema de formación profesional para el empleo en el ámbito laboral, a fin de mejorar su cualificación y favorecer su progresión y movilidad profesionales (art. 15.7 del ET, párrafos segundo y tercero).

			4.2. Obligaciones de información del empresario

			— En cuanto a las obligaciones de tipo informativo por parte de las empresas en materia de contratación, los empresarios habrán de notificar a la representación de los trabajadores en las empresas los contratos realizados de acuerdo con las modalidades de contratación por tiempo determinado cuando no exista obligación legal de entregar copia básica de los mismos (art. 15.4 del ET). La no notificación es considerada una infracción grave por el art. 15.4 de la LISOS.

			— Dentro de estas obligaciones, el empresario deberá informar a los trabajadores de la empresa con contratos de duración determinada o temporales, incluidos los contratos formativos, sobre la existencia de puestos de trabajo vacantes, a fin de garantizarles las mismas oportunidades de acceder a puestos permanentes que a los demás trabajadores. Esta información podrá facilitarse mediante un anuncio público en un lugar adecuado de la empresa o centro de trabajo, o mediante otros medios previstos en la negociación colectiva, que aseguren la transmisión de la información (art. 15.7 del ET, párrafo primero).

			4.3. Concatenación de contratos temporales

			— Cuestión de gran importancia es la relativa a la concatenación indefinida de contratos de duración determinada. Ésta es otra manifestación de la preocupación del legislador por la estabilidad en el empleo. Su regulación determina que sin perjuicio del carácter temporalmente indeterminado del contrato para obra y servicio, y sin perjuicio de las presunciones legales de conversión de estos contratos en contratos por tiempo indefinido, los trabajadores que en un período de 30 meses hubieran estado contratados durante un plazo superior a 24 meses, con o sin solución de continuidad, para el mismo o diferente puesto de trabajo con la misma empresa o grupo de empresas, mediante dos o más contratos temporales, sea directamente o través de su puesta a disposición por empresas de trabajo temporal, con las mismas o diferentes modalidades contractuales de duración determinada, adquirirán la condición de trabajadores fijos (art. 15.5 del ET, primer párrafo). Esto será de aplicación igualmente cuando se produzcan supuestos de sucesión o subrogación empresarial conforme a lo dispuesto legal o convencionalmente.

			— En realidad, esta limitación legal de concatenación de contratos sólo se aplicará a los contratos para obra o servicio determinado y a los contratos eventuales por circunstancias de la producción, pues el art. 15.5, párrafo cuarto, del ET determina que la limitación de concatenación no será de aplicación a la utilización de los contratos formativos, de relevo e interinidad, a los contratos temporales celebrados en el marco de programas públicos de empleo-formación, así como a los contratos temporales que sean utilizados por empresas de inserción debidamente registradas y el objeto de dichos contratos sea considerado como parte esencial de un itinerario de inserción personalizado.

			— Desde la óptica convencional, se establece que, atendiendo a las peculiaridades de cada actividad y las características del puesto de trabajo, la negociación colectiva establecerá requisitos dirigidos a prevenir la utilización abusiva de contratos de duración determinada con distintos trabajadores para desempeñar el mismo puesto de trabajo cubierto anteriormente con contratos de ese carácter, con o sin solución de continuidad, incluidos los contratos de puesta a disposición realizados por empresas de trabajo temporal (art. 15.3 del ET, párrafo tercero).

			— En los supuestos previstos para los contratos de obra o servicio determinado y en el caso de concatenación indefinida de contratos temporales, el empresario deberá facilitar por escrito al trabajador, en los 10 días siguientes al cumplimiento de los plazos indicados, un documento justificativo sobre su nueva condición de trabajador fijo de la empresa. En todo caso, el trabajador podrá solicitar por escrito al Servicio Público de Empleo correspondiente un certificado de los contratos de duración determinada o temporales celebrados, a los efectos de poder acreditar su condición de trabajador fijo en la empresa. El Servicio Público de Empleo emitirá dicho documento y lo pondrá en conocimiento de la empresa en la que el trabajador preste sus servicios (art. 15.8 del ET).

			4.4. Garantía de los derechos de los trabajadores temporales

			— La garantía de derechos de los trabajadores temporales, especialmente frente a los trabajadores por tiempo indefinido o fijos, es también una preocupación importante del legislador. Los trabajadores con contratos temporales y de duración determinada tendrán los mismos derechos que los trabajadores con contratos de duración indefinida, sin perjuicio de las particularidades específicas de cada una de las modalidades contractuales en materia de extinción del contrato y de aquéllas expresamente previstas en la ley en relación con los contratos formativos. Cuando corresponde en atención a su naturaleza, tales derechos serán reconocidos en las disposiciones legales y reglamentarias y en los convenios colectivos de manera proporcional en función del tiempo trabajado (art. 15.6 del ET, párrafo primero).

			— Cuando un determinado derecho o condición de trabajo esté atribuido en las disposiciones legales o reglamentarias y en los convenios colectivos en función de una previa antigüedad del trabajador, ésta deberá computarse según los mismos criterios para todos los trabajadores, cualquiera que sea su modalidad de contratación (art. 15.6 del ET, párrafo segundo).

			
III. CONTRATOS FORMATIVOS

			— Los contratos formativos son contratos a tiempo determinado que tienen naturaleza acausal, en el sentido de que sus motivaciones están relacionadas con políticas generales de empleo, formación e inserción profesional, escapando de este modo a las necesidades concretas de cada empresa o empleador contratante, que podrá celebrar este tipo de contratos en función de las facilidades contractuales de tipo salarial, fundamentalmente, que la legislación ofrece.

			
1. CONTRATO EN PRÁCTICAS


			1.1. Condiciones para su formalización

			— El contrato de trabajo en prácticas podrá concertarse con quienes estuvieren en posesión de título universitario o de formación profesional de grado medio o superior o titulados oficialmente reconocidos como equivalentes, de acuerdo con las leyes reguladoras del sistema educativo vigente, o de certificado de profesionalidad de acuerdo con lo previsto en la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la Formación Profesional, que habiliten para el ejercicio profesional, dentro de los cinco años (o de siete años cuando el contrato se concierte con un trabajador con discapacidad) siguientes a la terminación de los correspondientes estudios.

			— Las titulaciones que reglamentariamente se exigen para poder formalizar un contrato en prácticas se encuentran reguladas en el RD 488/1998, de 27 de marzo. En este sentido, el puesto de trabajo deberá permitir la obtención de la práctica profesional adecuada al nivel de estudios o de formación cursados.

			— Mediante convenio colectivo de ámbito sectorial estatal, o en su defecto, en los convenios colectivos sectoriales de ámbito inferior, se podrán determinar los puestos de trabajo o grupos profesionales objeto de este contrato.

			— Cuando se trate de personas que hayan realizado sus estudios fuera de España, el plazo de cinco años (o siete, en su caso) se contabilizará a partir del momento en el que se haya obtenido la correspondiente homologación o reconocimiento del título o certificado, debiendo el trabajador entregar copia al empresario de los documentos acreditativos (art. 1.2 del RD 488/1998, de 27 de marzo).

			— Como ocurre con otros contratos de duración determinada con régimen legalmente establecido, el contrato en prácticas ha de celebrarse por escrito (art. 8.2 del ET), estableciéndose presunción iuris tantum, como en otros casos, de que se ha celebrado por tiempo indefinido y a tiempo completo si no se ha formalizado. Deben reflejarse en el contrato la titulación con la que el trabajador ha sido contratado, la duración del contrato y el puesto concreto que el trabajador debe ocupar.

			— De conformidad con el art. 10.2 de la Ley 14/1994, de 1 de junio, por la que se regulan las Empresas de Trabajo Temporal (LETT), este tipo de contratos también es susceptible de ser formalizado por empresas de trabajo temporal, mediante contratos de puesta a disposición de empresas usuarias.

			1.2. Duración del contrato

			— Por lo que se refiere a la duración del contrato en prácticas, el art. 11.1.b) del ET determina que no podrá ser inferior a seis meses ni exceder de dos años, dentro de cuyos límites los convenios colectivos de ámbito sectorial estatal o, en su defecto, los convenios de ámbito inferior podrán determinar la duración del contrato, atendiendo a las características del sector y de las prácticas a realizar.

			— Se establecen distintas disposiciones que condicionan temporalmente la duración total de este tipo de contratos. En primer lugar, se determina que, si la duración de estos contratos se realizara en contrato individual de trabajo por tiempo inferior al máximo legal o convencionalmente establecido, las partes podrán acordar hasta dos prórrogas del mismo, sin superar la duración máxima. Las prórrogas sucesivas no podrán ser inferiores a la duración mínima legal o convencionalmente establecida de este contrato.

			— Por otro lado, las situaciones de incapacidad temporal, nacimiento, adopción, guarda con fines de adopción, acogimiento, riesgo durante el embarazo, riesgo durante la lactancia y violencia de género, interrumpirán el cómputo de la duración del contrato.

			— Se establecen, igualmente, distintas prescripciones con relación al mantenimiento de la relación contractual en el tiempo con la misma empresa o empresas del grupo, más allá del tiempo máximo legal o convencionalmente establecido. En este sentido, el art. 11.1.c) del ET determina que ningún trabajador podrá estar contratado en prácticas en la misma o distinta empresa por tiempo superior a dos años en virtud de la misma titulación o certificado de profesionalidad. Añade el precepto legal que tampoco se podrá estar contratado en prácticas en la misma empresa para el mismo puesto de trabajo por tiempo superior a dos años, aunque se trate de distinta titulación o distinto certificado de profesionalidad. Aunque se trate de un contrato acausal, es determinante desde el punto de vista legal, que a cada puesto de trabajo en la empresa le pueda ser asignado un título académico o certificado de profesionalidad específico, pues la finalidad del contrato en prácticas es que cada puesto de trabajo permita al trabajador obtener las competencias correspondientes a la praxis profesional vinculada a su título o certificado.

			— A los efectos de este contrato los títulos de grados, máster y, en su caso, doctorado correspondientes a los estudios universitarios no se considerarán la misma titulación, salvo que al ser contratado por primera vez mediante un contrato en prácticas el trabajador estuviera ya en posesión del título superior de que se trate.

			— Este tipo de contrato puede verse sujeto a período de prueba. Salvo lo dispuesto en convenio colectivo, el período de prueba no podrá ser superior a un mes para los contratos en prácticas celebrados con trabajadores que estén en posesión de título de grado medio o de certificado de profesionalidad de nivel 1 o 2, ni a dos meses para los contratos en prácticas celebrados con trabajadores que estén en posesión de un título de grado superior o de certificado de profesionalidad de nivel 3 [art. 11.1.d) del ET].

			1.3. Retribución

			— La ventaja esencial de este contrato para los empleadores es su bajo coste salarial, lo que viene determinado por la menor productividad del trabajador contratado bajo esta modalidad. De este modo, se establece que la retribución del trabajador será la fijada en convenio colectivo para los trabajadores en prácticas, sin que, en su defecto, dicha retribución pueda ser inferior al 60 o al 75% durante el primero o el segundo año de vigencia del contrato, respectivamente, del salario fijado en convenio para un trabajador que desempeñe el mismo o equivalente puesto de trabajo [art. 11.1.e) del ET].

			— Obviamente, se trata de porcentajes de reducción sobre el salario de convenio, precisando la norma reglamentaria que no podrá retribuirse al trabajador contratado en prácticas por debajo del salario mínimo interprofesional (art. 2.1 RD 488/1998).

			— Si a la finalización del contrato el trabajador continuase en la empresa, no podrá concertarse un nuevo período de prueba, computándose la duración de las prácticas a efecto de antigüedad en la empresa [art. 11.1.f) del ET].

			— En el ámbito de las profesiones sanitarias, los médicos internos residentes (MIR) tienen una relación laboral de carácter especial [art. 2.1.j) del ET] que constituye una especialidad del contrato en prácticas. Su regulación se realiza por el RD 1.146/2006, de 6 de octubre, por el que se regula la relación laboral especial de residencia para la formación de especialistas en Ciencias de la Salud.

			
2. CONTRATO PARA LA FORMACIÓN Y EL APRENDIZAJE


			2.1. Condiciones para su formalización

			— El contrato para la formación y aprendizaje tiene por objeto la cualificación profesional de los trabajadores en un régimen de alternancia de actividad laboral retribuida en una empresa con actividad formativa recibida en el marco del sistema de formación profesional para el empleo o del sistema educativo (art. 11.2 del ET). La celebración en régimen de alternancia hace referencia a que el trabajador estará estudiando en un centro de formación profesional o del sistema educativo y, a la vez, acudirá a trabajar en la empresa con la que haya formalizado el contrato. Igualmente puede suceder que la empresa disponga de las instalaciones adecuadas para que la formación sea impartida allí mismo.

			— Estos trabajadores pueden ser también objeto del contrato de puesta a disposición por Empresas de Trabajo Temporal (ETT) (art. 10.2 de la LETT), corriendo las obligaciones formativas por cuenta de la ETT (art. 12.3.bis de la LETT).

			— Por lo que se refiere a los requisitos personales para la formalización de este tipo de contrato, los trabajadores habrán de ser mayores de 16 años y menores de 25, y carecer de la cualificación profesional reconocida por el sistema de formación profesional para el empleo o del sistema educativo requerida para concertar un contrato en prácticas [art. 11.2.a) del ET]. El límite de edad no se tendrá en cuenta cuando se suscriban dichos contratos en el marco de los programas públicos de empleo y formación contemplados en el texto refundido de la Ley de Empleo (DA 2.ª del ET). Se podrán acoger a esta modalidad contractual los trabajadores que cursen formación profesional del sistema educativo.

			— El límite máximo de edad tampoco será de aplicación cuando el contrato se concierte con personas con discapacidad ni con los colectivos en situación de exclusión social previstos en la Ley 44/2007, de 13 de diciembre, para la regulación del régimen de las empresas de inserción, en los casos en que sean contratados por parte de empresas de inserción que estén cualificadas y activas en el registro administrativo correspondiente.

			2.2. Duración del contrato

			— Por lo que se refiere a la duración de estos contratos, el art. 11.2.b) del ET establece que la duración mínima será de un año y la máxima de tres. No obstante, mediante convenio colectivo podrán establecerse distintas duraciones del contrato, en función de las necesidades organizativas o productivas de las empresas, sin que la duración mínima pueda ser inferior a seis meses ni la máxima superior a tres años.

			— Las prórrogas, para los casos de establecimiento de este contrato por plazos inferiores al máximo legal o convencional, podrán realizarse mediante acuerdo entre las partes, hasta por dos veces, sin que la duración de cada prórroga pueda ser inferior a seis meses y sin que la duración total del contrato pueda exceder de dicha duración máxima.

			— Como ocurre con el contrato en prácticas, las situaciones de incapacidad temporal, riesgo durante el embarazo, maternidad, adopción, guarda con fines de adopción, acogimiento, riesgo durante la lactancia y paternidad interrumpirán el cómputo de la duración del contrato.

			— Expirada la duración del contrato para la formación y el aprendizaje, el trabajador no podrá ser contratado bajo esta modalidad por la misma o distinta empresa, salvo que la formación inherente al nuevo contrato tenga por objeto la obtención de distinta cualificación profesional. No se podrán celebrar contratos para la formación y el aprendizaje cuando el puesto de trabajo correspondiente al contrato haya sido desempeñado con anterioridad por el trabajador en la misma empresa por tiempo superior a 12 meses [art. 11.2.c) del ET].

			2.3. Formación en alternancia

			— En cuanto a la formación que el trabajador debe recibir, el ET establece que el trabajador deberá recibir la formación inherente al contrato para la formación y el aprendizaje directamente en un centro formativo de la red a que se refiere la DA 5.ª de la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la Formación Profesional (LOCFP), previamente reconocido para ello por el Sistema Nacional de Empleo. No obstante, también podrá recibir dicha formación en la propia empresa cuando la misma dispusiera de las instalaciones y el personal adecuados a los efectos de la acreditación de la competencia o cualificación profesional a que se refiere la letra e), sin perjuicio de la necesidad, en su caso, de la realización de períodos de formación complementarios en los centros de la red mencionada [art. 11.2 d) del ET].

			— La actividad laboral desempeñada por el trabajador en la empresa deberá estar relacionada con las actividades formativas. La impartición de esta formación deberá justificarse a la finalización del contrato.

			— Reglamentariamente se desarrollará el sistema de impartición y las características de la formación de los trabajadores en los centros formativos y en las empresas, así como su reconocimiento, en un régimen de alternancia con el trabajo efectivo para favorecer una mayor relación entre éste y la formación y el aprendizaje del trabajador. Las actividades formativas podrán incluir formación complementaria no referida al Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales para adaptarse tanto a las necesidades de los trabajadores como de las empresas. Asimismo, serán objeto de desarrollo reglamentario los aspectos relacionados con la financiación de la actividad formativa [art. 11.2.d) del ET].

			— La cualificación o competencia profesional adquirida a través del contrato para la formación y el aprendizaje será objeto de acreditación en los términos previstos en la LOCFP, y en su normativa de desarrollo. Conforme a lo establecido en dicha regulación, el trabajador podrá solicitar de la Administración pública correspondiente la expedición del correspondiente certificado de profesionalidad, título de formación profesional o, en su caso, acreditación parcial acumulable [art. 11.2.e) del ET].

			2.4. Jornada de trabajo

			— Por lo que se refiere al tiempo de trabajo efectivo, que habrá de ser compatible con el tiempo dedicado a las actividades formativas, no podrá ser superior al 75%, durante el primer año, o al 85%, durante el segundo y tercer año, de la jornada máxima prevista en el convenio colectivo o, en su defecto, a la jornada máxima legal. Los trabajadores no podrán realizar horas extraordinarias, salvo en el supuesto previsto en el art. 35.5 del ET. Tampoco podrán realizar trabajos nocturnos ni trabajo a turnos. Por su parte, el art. 8.1 del RD 1.529/2012, de 8 de noviembre, por el que se desarrolla el contrato de formación y aprendizaje y se establecen las bases de la formación profesional dual, determina que esta modalidad de contratación sólo podrá realizarse a tiempo completo, por lo que no cabe el contrato a tiempo parcial [art. 11.2.f) del ET].

			2.5. Retribución

			— En materia de retribución, el trabajador contratado para la formación y el aprendizaje recibirá un salario en proporción al tiempo de trabajo efectivo, de acuerdo con lo establecido en convenio colectivo. En ningún caso la retribución podrá ser inferior al salario mínimo interprofesional en proporción al tiempo de trabajo efectivo [art. 11.2.g) del ET].

			— La acción protectora de la Seguridad Social del trabajador contratado para la formación y el aprendizaje comprenderá todas las contingencias protegibles y prestaciones, incluido el desempleo. Asimismo, se tendrá derecho a la cobertura del Fondo de Garantía Salarial [art. 11.2. h) del ET].

			— En el supuesto de que el trabajador continuase en la empresa al término del contrato, se estará a lo establecido en relación con los porcentajes máximos de duración del tiempo de trabajo efectivo [art. 11.2.i) del ET].

			— Constituye regla común para los contratos en prácticas y para los contratos en formación y aprendizaje la que determina que la negociación colectiva fijará criterios y procedimientos tendentes a conseguir una presencia equilibrada de hombres y mujeres vinculados a las empresas mediante contratos formativos. Asimismo, podrán establecerse compromisos de conversión de los contratos formativos en contratos por tiempo indefinido (art. 11.3 del ET).

			
IV. CONTRATO DE TRABAJO POR TIEMPO INDEFINIDO DE APOYO A LOS EMPRENDEDORES

			— La Disposición Derogatoria única 2.a) del Real Decreto-ley 28/2018, de 28 de diciembre, para la revalorización de las pensiones públicas y otras medidas urgentes en materia social, laboral y de empleo, derogó el art. 4 y la Disposición Transitoria 9.ª de la LRML, por lo que desde el 1 de enero de 2019 ya no es posible utilizar el contrato indefinido de apoyo a emprendedores. No obstante, los contratos celebrados con anterioridad a esta fecha siguen estando vigentes y continuarán rigiéndose por la normativa vigente en el momento de su celebración (DT 6.ª del RD-L 28/2018).

			
1. RÉGIMEN JURÍDICO


			1.1. Condiciones de formalización

			— De conformidad con el art. 4 de la LRML, de medidas urgentes para la reforma del mercado laboral, con objeto de facilitar el empleo estable a la vez que se potencia la iniciativa empresarial, las empresas que tengan menos de 50 trabajadores podrán concertar el contrato de trabajo de apoyo a los emprendedores que se regula en este artículo.

			— El contrato se celebrará por tiempo indefinido y se formalizará por escrito.

			— El régimen jurídico del contrato y los derechos y obligaciones que de él se deriven se regirán, con carácter general, por lo dispuesto en el ET, y en los convenios colectivos para los contratos por tiempo indefinido, con la única excepción de la duración del período de prueba a que se refiere el art. 14 del ET, que será de un año en todo caso. No podrá establecerse un período de prueba cuando el trabajador haya ya desempeñado las mismas funciones con anterioridad en la empresa, bajo cualquier modalidad de contratación.

			— Estos contratos gozarán de los incentivos fiscales contemplados en el art. 43 del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades (LIS), aprobado por el RD Legislativo 4/2004, de 5 de marzo. En el supuesto de que el contrato se celebre a tiempo parcial, tales incentivos fiscales se disfrutarán de modo proporcional a la jornada de trabajo pactada en el contrato.

			1.2. Compatibilidad con la prestación por desempleo

			— El trabajador contratado a jornada completa bajo esta modalidad que hubiera percibido, a fecha de celebración del contrato, prestaciones por desempleo de nivel contributivo durante, al menos, tres meses, podrá voluntariamente compatibilizar cada mes, junto con el salario, el 25% de la cuantía de la prestación que tuviera reconocida y que estuviera pendiente de percibir, de acuerdo con lo dispuesto en el Título III del texto refundido de la LGSS, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio.

			— El derecho a la compatibilidad de la prestación previsto en el párrafo anterior surtirá efecto desde la fecha de inicio de la relación laboral, siempre que se solicite en el plazo de 15 días a contar desde la misma. Transcurrido dicho plazo el trabajador no podrá acogerse a esta compatibilidad.

			— La compatibilidad se mantendrá exclusivamente durante la vigencia del contrato a jornada completa con el límite máximo de la duración de la prestación pendiente de percibir. En el caso de cese en el trabajo que suponga situación legal de desempleo, el beneficiario podrá optar por solicitar una nueva prestación o bien por reanudar la prestación pendiente de percibir. En este supuesto, se considerará como período consumido únicamente el 25% del tiempo en que se compatibilizó la prestación con el trabajo.

			— La entidad gestora y el beneficiario estarán exentos durante la percepción del 25% de la prestación compatibilizada de la obligación de cotizar a la Seguridad Social.

			— Cuando el trabajador no compatibilice la prestación con el salario en los términos de este apartado, se mantendrá el derecho del trabajador a las prestaciones por desempleo que le restasen por percibir en el momento de la colocación, siendo de aplicación lo establecido en los arts. 212.1.d) y 213.1.d) de la LGSS.

			— Cuando el contrato se celebre a tiempo parcial, serán de aplicación las disposiciones establecidas con carácter general para la compatibilidad del contrato a tiempo parcial con las prestaciones o subsidios por desempleo previstas en la LGSS y en sus normas de desarrollo.

			1.3. Bonificaciones

			— Con independencia de los incentivos fiscales regulados en el art. 43 del texto refundido de la LIS, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2004, de 5 de marzo, las contrataciones bajo esta modalidad contractual de desempleados inscritos en la oficina de empleo darán derecho a las siguientes bonificaciones, siempre que se refieran a alguno de estos colectivos:

			— Jóvenes entre 16 y 30 años, ambos inclusive, la empresa tendrá derecho a una bonificación en la cuota empresarial a la Seguridad Social durante tres años, cuya cuantía será de 83,33 euros/mes (1.000 euros/año) en el primer año; de 91,67 euros/mes (1.100 euros/año) en el segundo año, y de 100 euros/mes (1.200 euros/año) en el tercer año. Cuando estos contratos se concierten con mujeres en ocupaciones en las que este colectivo esté menos representado, las cuantías anteriores se incrementarán en 8,33 euros/mes (100 euros/año).

			— Mayores de 45 años, la empresa tendrá derecho a una bonificación en la cuota empresarial a la Seguridad Social, cuya cuantía será de 108,33 euros/mes (1.300 euros/año) durante tres años. Cuando estos contratos se concierten con mujeres en ocupaciones en las que este colectivo esté menos representado, las bonificaciones indicadas serán de 125 euros/mes (1.500 euros/año).

			— Estas bonificaciones serán compatibles con otras ayudas públicas previstas con la misma finalidad, sin que en ningún caso la suma de las bonificaciones aplicables pueda superar el 100% de la cuota empresarial a la Seguridad Social.

			En el supuesto de que el contrato se celebre a tiempo parcial, las bonificaciones se disfrutarán de modo proporcional a la jornada de trabajo pactada en el contrato.

			1.4. Limitaciones

			— No podrá concertar el contrato de trabajo por tiempo indefinido de apoyo a los emprendedores a que se refiere el presente artículo, la empresa que, en los seis meses anteriores a la celebración del contrato, hubiera adoptado decisiones extintivas improcedentes. La limitación afectará únicamente a las extinciones producidas con posterioridad a la entrada en vigor de esta ley, y para la cobertura de aquellos puestos de trabajo del mismo grupo profesional que los afectados por la extinción y para el mismo centro o centros de trabajo.

			1.5. Mantenimiento del empleo

			— Para la aplicación de los incentivos vinculados al contrato de trabajo por tiempo indefinido de apoyo a los emprendedores, la empresa deberá mantener en el empleo al trabajador contratado al menos tres años desde la fecha de inicio de la relación laboral. Asimismo, deberá mantener el nivel de empleo en la empresa alcanzado con el contrato por tiempo indefinido de apoyo a los emprendedores durante, al menos, un año desde la celebración del contrato. En caso de incumplimiento de estas obligaciones se deberá proceder al reintegro de los incentivos.

			— No se considerarán incumplidas las obligaciones de mantenimiento del empleo anteriores cuando el contrato de trabajo se extinga por causas objetivas o por despido disciplinario cuando uno u otro sea declarado o reconocido como procedente, ni las extinciones causadas por dimisión, muerte, jubilación o incapacidad permanente total, absoluta o gran invalidez de los trabajadores o por la expiración del tiempo convenido o realización de la obra o servicio objeto del contrato.

			— A los efectos de lo dispuesto en este artículo se tendrá en cuenta el número de trabajadores de la empresa en el momento de producirse la contratación.

			— En lo no establecido en este artículo serán de aplicación las previsiones contenidas en la Sección 1.ª del Capítulo I de la Ley 43/2006, de 29 de diciembre, para la mejora del crecimiento y del empleo, salvo lo establecido en sus arts. 2.7 y 6.2.

			
V. CONTRATO DE PRIMER EMPLEO JOVEN

			— La Disposición Derogatoria única 2.b) del Real Decreto-ley 28/2018, de 28 de diciembre, derogó, entre otros el art. 12 de la Ley 11/2013, de 26 de julio, de medidas de apoyo al emprendedor y de estímulo del crecimiento y de la creación de empleo, por lo que desde el 1 de enero de 2019 ya no es posible utilizar el contrato de primer empleo joven. No obstante, los contratos celebrados con anterioridad a esta fecha siguen estando vigentes y continuarán rigiéndose por la normativa vigente en el momento de su celebración (DT 6.ª del RD-L 28/2018).

			
1. RÉGIMEN JURÍDICO


			1.1. Condiciones de formalización

			— Conforme al art. 12 de la Ley 11/2013, de 26 de julio, de medidas de apoyo al emprendedor, este contrato se establece para incentivar la adquisición de una primera experiencia profesional, pudiendo las empresas celebrar contratos temporales con jóvenes desempleados menores de 30 años que no tengan experiencia laboral o si ésta es inferior a tres meses.

			1.2. Contenido del contrato

			— Estos contratos se regirán por lo establecido en el art. 15.1.b) del ET y sus normas de desarrollo, salvo lo siguiente:

			— Se considerará causa del contrato la adquisición de una primera experiencia profesional.

			— La duración mínima del contrato será de tres meses.

			— La duración máxima del contrato será de seis meses, salvo que se establezca una duración superior por convenio colectivo sectorial estatal o, en su defecto, por convenio colectivo sectorial de ámbito inferior, sin que en ningún caso dicha duración pueda exceder de 12 meses.

			— En caso de que el contrato se hubiera concertado por una duración inferior a la máxima legal o convencionalmente establecida, podrá prorrogarse mediante acuerdo de las partes, por una única vez, sin que la duración total del contrato pueda exceder de dicha duración máxima.

			— El contrato deberá celebrarse a jornada completa o a tiempo parcial siempre que, en este último caso, la jornada sea superior al 75% de la correspondiente a un trabajador a tiempo completo comparable. A estos efectos se entenderá por trabajador a tiempo completo comparable lo establecido en el art. 12.1 del ET.

			1.3. Requisitos

			— Para poder acogerse a esta medida, las empresas, incluidos los trabajadores autónomos, deberán no haber adoptado, en los seis meses anteriores a la celebración del contrato, decisiones extintivas improcedentes. La limitación afectará únicamente a las extinciones producidas a partir del 24 de febrero de 2013, y para la cobertura de aquellos puestos de trabajo del mismo grupo profesional que los afectados por la extinción y para el mismo centro o centros de trabajo.

			— En el supuesto de contratos de trabajo celebrados con trabajadores para ser puestos a disposición de empresas usuarias, la limitación establecida en el párrafo anterior se entenderá referida en todo caso a la empresa usuaria.

			1.4. Transformación en contratos indefinidos

			— Las empresas, incluidos los trabajadores autónomos, que, una vez transcurrido un plazo mínimo de tres meses desde su celebración, transformen en indefinidos los contratos a que se refiere este artículo tendrán derecho a una bonificación en las cuotas empresariales a la Seguridad Social de 41,67 euros/mes (500 euros/año), durante tres años, siempre que la jornada pactada sea al menos del 50% de la correspondiente a un trabajador a tiempo completo comparable. Si el contrato se hubiera celebrado con una mujer, la bonificación por transformación será de 58,33 euros/mes (700 euros/año).

			— En el supuesto de trabajadores contratados conforme a este artículo y puestos a disposición de empresas usuarias, éstas tendrán derecho a idéntica bonificación, bajo las condiciones establecidas en el párrafo anterior, cuando, sin solución de continuidad, concierten con dichos trabajadores un contrato de trabajo por tiempo indefinido, siempre que hubiera transcurrido un plazo mínimo de tres meses desde la celebración del contrato inicial.

			— En el supuesto a que se refiere el párrafo anterior, la obligación establecida en el apartado 5 de este artículo se entenderá referida en todo caso a la empresa usuaria.

			— Para la aplicación de los beneficios, la empresa deberá mantener el nivel de empleo alcanzado con la transformación a que se refiere este artículo durante, al menos, 12 meses. En caso de incumplimiento de esta obligación, se deberá proceder al reintegro de los incentivos.

			— No se considerará incumplida la obligación de mantenimiento del empleo a que se refiere este apartado cuando el contrato de trabajo se extinga por causas objetivas o por despido disciplinario cuando uno u otro sea declarado o reconocido como procedente, ni las extinciones causadas por dimisión, muerte, jubilación o incapacidad permanente total, absoluta o gran invalidez de los trabajadores o por la expiración del tiempo convenido o realización de la obra o servicio objeto del contrato, o por resolución durante el período de prueba.

			— Para la aplicación de las medidas a que se refiere este artículo será precisa la formalización escrita de los contratos en el modelo que se establezca por el Servicio Público de Empleo Estatal.

			— En lo no previsto en este artículo, será de aplicación, en cuanto a los incentivos, lo dispuesto en la Sección 1.ª del Capítulo I de la Ley 43/2006, de 29 de diciembre, salvo lo establecido en sus arts. 2.7 y 6.2.

			
VI. CONTRATO TEMPORAL DE FOMENTO DEL EMPLEO PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD

			
1. RÉGIMEN JURÍDICO


			1.1. Condiciones de formalización

			— Su regulación se produce en la Disposición Adicional 1.ª de la Ley 43/2006, de 29 de diciembre, para la mejora del crecimiento y del empleo. Las empresas podrán contratar temporalmente para la realización de sus actividades, cualquiera que fuere la naturaleza de las mismas, a trabajadores con discapacidad desempleados inscritos en la Oficina de Empleo, con un grado de minusvalía igual o superior al 33% o a pensionistas de la Seguridad Social que tengan reconocida una pensión de incapacidad permanente en el grado de total, absoluta o gran invalidez y a pensionistas de clases pasivas que tengan reconocida una pensión de jubilación o de retiro por incapacidad permanente para el servicio o inutilidad.

			1.2. Contenido del contrato

			— La duración de estos contratos no podrá ser inferior a 12 meses ni superior a tres años. Cuando se concierten por un plazo inferior al máximo establecido podrán prorrogarse antes de su terminación por períodos no inferiores a 12 meses.

			— A la terminación del contrato, el trabajador tendrá derecho a percibir una compensación económica equivalente a 12 días de salario por año de servicio.

			— No podrán contratar temporalmente al amparo de la presente disposición las empresas que en los 12 meses anteriores a la contratación hayan extinguido contratos indefinidos por despido reconocido o declarado improcedente o por despido colectivo.

			— El período de exclusión se contará a partir del reconocimiento o de la declaración de improcedencia del despido o de la extinción derivada del despido colectivo.

			— Los empresarios deberán contratar a los trabajadores a través de la Oficina de Empleo y formalizar los contratos por escrito en el modelo oficial que se facilite por el Servicio Público de Empleo Estatal.

			— El Gobierno podrá modificar lo establecido en esta disposición, de acuerdo con el art. 17.3 del ET, previa consulta a las Organizaciones Empresariales y Sindicales más representativas.

			
VII. CONTRATO A TIEMPO PARCIAL

			
1. RÉGIMEN JURÍDICO


			1.1. Condiciones de formalización

			— El contrato de trabajo se entenderá celebrado a tiempo parcial cuando se haya acordado la prestación de servicios durante un número de horas al día, a la semana, al mes o al año, inferior a la jornada de trabajo de un trabajador a tiempo completo comparable (art. 12.1 del ET).

			— A efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, se entenderá por «trabajador a tiempo completo comparable» a un trabajador a tiempo completo de la misma empresa y centro de trabajo, con el mismo tipo de contrato de trabajo y que realice un trabajo idéntico o similar. Si en la empresa no hubiera ningún trabajador comparable a tiempo completo, se considerará la jornada a tiempo completo prevista en el convenio colectivo de aplicación o, en su defecto, la jornada máxima legal.

			— El contrato a tiempo parcial podrá concertarse por tiempo indefinido o por duración determinada en los supuestos en los que legalmente se permita la utilización de esta modalidad de contratación, excepto en el contrato para la formación y el aprendizaje (art. 12.2 del ET).

			— Sin perjuicio de lo señalado en el apartado anterior, el contrato a tiempo parcial se entenderá celebrado por tiempo indefinido cuando se concierte para realizar trabajos fijos y periódicos dentro del volumen normal de actividad de la empresa (art. 12.3 del ET).

			1.2. Contenido del contrato

			— El contrato a tiempo parcial se regirá por las siguientes reglas (art. 12.4 del ET):

			— El contrato, conforme a lo dispuesto en el art. 8.2, se deberá formalizar necesariamente por escrito. En el contrato deberá figurar el número de horas ordinarias de trabajo al día, a la semana, al mes o al año contratadas, así como el modo de su distribución, según lo previsto en convenio colectivo.

			— De no observarse estas exigencias, el contrato se presumirá celebrado a jornada completa, salvo prueba en contrario que acredite el carácter parcial de los servicios.

			— Cuando el contrato a tiempo parcial conlleve la ejecución de una jornada diaria inferior a la de los trabajadores a tiempo completo y ésta se realice de forma partida, sólo será posible efectuar una única interrupción en dicha jornada diaria, salvo que se disponga otra cosa mediante convenio colectivo.

			— Los trabajadores a tiempo parcial no podrán realizar horas extraordinarias, salvo en los supuestos a los que se refiere el art. 35.3. del ET (fuerza mayor).

			— En todo caso, la suma de las horas ordinarias y complementarias, incluidas las previamente pactadas y las voluntarias, no podrá exceder del límite legal del trabajo a tiempo parcial definido en el apartado 1 del art. 12 del ET.

			— A estos efectos, la jornada de los trabajadores a tiempo parcial se registrará día a día y se totalizará mensualmente, entregando copia al trabajador, junto con el recibo de salarios, del resumen de todas las horas realizadas en cada mes, tanto las ordinarias como las complementarias a que se refiere el apartado 5 del art. 12 del ET.

			— El empresario deberá conservar los resúmenes mensuales de los registros de jornada durante un período mínimo de cuatro años.

			— En caso de incumplimiento de las referidas obligaciones de registro, el contrato se presumirá celebrado a jornada completa, salvo prueba en contrario que acredite el carácter parcial de los servicios.

			— Los trabajadores a tiempo parcial tendrán los mismos derechos que los trabajadores a tiempo completo. Cuando corresponda en atención a su naturaleza, tales derechos serán reconocidos en las disposiciones legales y reglamentarias y en los convenios colectivos de manera proporcional, en función del tiempo trabajado.

			1.3. Conversión en contratos a tiempo completo

			— La conversión de un trabajo a tiempo completo en un trabajo parcial y viceversa tendrá siempre carácter voluntario para el trabajador y no se podrá imponer de forma unilateral o como consecuencia de una modificación sustancial de condiciones de trabajo al amparo de lo dispuesto en el art. 41.1.a) del ET. El trabajador no podrá ser despedido ni sufrir ningún otro tipo de sanción o efecto perjudicial por el hecho de rechazar esta conversión, sin perjuicio de las medidas que, de conformidad con lo dispuesto en los arts. 51 y 52.c) del ET, puedan adoptarse por causas económicas, técnicas, organizativas o de producción [art. 12.4.e) del ET].
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